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1. INTRODUCCIÓN 

Uno de los objetivos de la reforma del régimen de operaciones vinculadas de la Ley 

36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal, según su 

Exposición de Motivos, fue adaptar el régimen de las operaciones vinculadas a las 

Directrices de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE 

en adelante) y al Informe del Foro Europeo en materia de Precios de Transferencia 

(“European Union Joint Transfer Pricing Forum”) aprobado el 21 de junio de 2005, a la 

luz de cuyas disposiciones debía de interpretarse ese nuevo régimen. 

Sin perjuicio de que con dicha Ley se introdujo por primera vez en el ordenamiento 

jurídico tributario español la obligación de documentar las operaciones realizadas entre 

entidades vinculadas, es la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 

Sociedades (LIS en adelante) y su Reglamento de desarrollo aprobado por Real Decreto 
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634/2015, de 10 de julio (RIS en adelante) los que se alinean por completo con las 

Directrices de Precios de Transferencia de la OCDE aplicables en materia de precios de 

trasferencia a empresas multinacionales y administración tributaria. Así, se hacen eco de 

las conclusiones que se vienen adoptando en el denominado Plan de acción «BEPS1», 

esto es, el Plan de acción contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios, 

que se elabora en el ámbito de la OCDE, y en concreto en relación con la acción 13 

relativa a la información y documentación de las entidades y operaciones vinculadas.  

Así, se modifica la documentación específica de operaciones vinculadas a la que hace 

referencia la LIS, completando, por un lado, la necesaria simplificación de este tipo de 

documentación para entidades con un importe neto de la cifra de negocios inferior a 45 

millones de euros y adaptándose, por otro lado, al contenido de la documentación que se 

establece en la OCDE como resultado de la acción 13. 

Se debe diferenciar entre: 

- La obligación de documentación específica, que comprende la documentación de la 

que debe disponer el grupo (archivo maestro) y el contribuyente (archivo local); y 

- la obligación de información, referida al informe país por país y a la declaración 

informativa de operaciones vinculadas. 

 

2. OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN EN EL ÁMBITO 

INTERNACIONAL: ACCIÓN 13 BEPS. 

En 1995 se adoptó el capítulo V de las Directrices de Precios de transferencia a empresas 

multinacionales y Administraciones Tributarias. Este capítulo establecía un proceso de 

documentación que fuera razonable, tanto desde el punto de vista de los contribuyentes 

como de las administraciones tributarias, y el deseo de que hubiera una mayor 

cooperación entre las administraciones tributarias y los contribuyentes para resolver los 

problemas de documentación al objeto de evitar una carga excesiva derivada del 

cumplimiento documental y al mismo tiempo facilitar información suficiente a efectos de 

una aplicación fiable del principio de plena competencia. Sin embargo, como no 

establecía una lista de documentos ni daba orientaciones claras acerca del proceso de 

documentación, fueron proliferando diferentes normas reguladoras de la documentación 

sobre precios de transferencia en los diferentes países. 

Esta situación, unida al incremento de complejidad y número de operaciones entre 

entidades vinculadas, y a las inspecciones por las administraciones tributarias en materia 

de precios de transferencia, provocaron un aumento significativo de los costes de 

cumplimiento para los contribuyentes.  

Para resolver esta problemática, una de las quince acciones del Plan BEPS se dedicó a la 

“Documentación”. El informe derivado de esta acción establece la importancia de 

alcanzar un equilibrio entre, de una parte, la utilidad de los datos para las administraciones 

tributarias a efectos de evaluación del riesgo de precios de transferencia y otros fines y, 

de otra, el eventual incremento de las cargas de cumplimiento que recaen en los 

contribuyentes.  

2.1.- OBJETIVOS DE LAS OBLIGACIONES DOCUMENTALES EN MATERIA DE 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

 
1 Base Erosion and Profit Shifting. 



3 
 

El Informe de la acción 13 del Plan de BEPS elaborado por la OCDE establece tres 

“objetivos” que deben tenerse en cuenta a la hora de establecer las normas relativas a la 

documentación de los precios de transferencia. 

2.1.1. “Autoevaluación por el contribuyente del cumplimiento del principio de plena 

competencia” 

La documentación sobre precios de transferencia, al requerir a los contribuyentes que 

establezcan posturas coherentes y fundamentadas en relación con los precios de 

transferencia, puede ayudar a fomentar una cultura de cumplimiento. Una documentación 

cuidadosamente redactada proporcionará a las autoridades fiscales ciertas garantías de 

que el contribuyente ha examinado las valoraciones que recoge en sus declaraciones de 

impuestos, ha considerado los datos comparables existentes y ha alcanzado posiciones 

consistentes en lo que respecta a los precios de transferencia. Además, el deber de 

registrar las operaciones al mismo tiempo que se llevan a cabo ayudará a respaldar la 

valoración de las operaciones vinculadas de los contribuyentes y les evitará elaborar una 

justificación posterior de estas. 

Sin embargo, los costes de este cumplimiento ya sean económicos o de limitación de 

tiempo de las empresas, pueden obstaculizar en ciertos momentos la consecución de este 

objetivo. Por lo tanto, es crucial que los países establezcan “obligaciones documentales 

razonables y centradas en las operaciones significativas” con el fin de garantizar que 

sean las más relevantes las que reciban la atención que requieren. 

Para que este objetivo de autoevaluación sea cumplido, las autoridades fiscales pueden 

requerir que las obligaciones de documentación sobre precios de transferencia se efectúen 

al mismo tiempo que se lleva a cabo la operación. Esto significa que los documentos se 

elaboren en el instante de la operación o en un momento cercano al de la presentación de 

la declaración tributaria correspondiente al ejercicio fiscal en el que se llevó a cabo la 

operación.  

Para fomentar este cumplimiento, el Informe de la acción 13 del Plan BEPS recoge la 

posibilidad de establecer un sistema de sanciones, de manera que se incentive la 

elaboración, en plazo, de una documentación precisa sobre los precios de transferencia. 

2.1.2. Evaluación del riesgo de precios de transferencia. 

La detección del riesgo es una etapa crucial del procedimiento destinado a seleccionar los 

casos en los que se deben llevar a cabo comprobaciones sobre los precios de transferencia 

y poder enfocar estas revisiones en los aspectos más relevantes. Considerando que los 

recursos de las administraciones tributarias son escasos, resulta crucial que se evalúe si la 

estrategia de precios de transferencia de un contribuyente justifica un análisis exhaustivo 

y los recursos que supondría su revisión. En particular, teniendo en cuenta que el mundo 

de los precios de transferencia puede ser muy complejo, una evaluación efectiva del 

riesgo es un requisito previo indispensable para una inspección bien orientada y eficaz en 

cuanto a recursos.  Para ello, la acción 13 del Plan de BEPS elaborado por la OCDE dicta 

que las entidades fiscales deben tener acceso a información “suficiente, pertinente y 

fiable” desde el inicio. Aunque hay numerosas fuentes de información relevantes, la 

documentación relacionada con los precios de transferencia es crucial. Las 

administraciones tributarias disponen de una variedad de herramientas y fuentes 

informativas para detectar y valorar los riesgos de precios de transferencia de los 

contribuyentes y de las operaciones. Entre ellas se incluyen formularios y modelos de 

declaración de precios de transferencia (que deben enviarse junto con la declaración anual 

del Impuesto), cuestionarios obligatorios de precios de transferencia enfocados en áreas 
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de riesgo específicas, y responsabilidades generales de documentación sobre precios de 

transferencia con especificación de los elementos de prueba requeridos “para demostrar 

el cumplimiento del principio de plena competencia por el contribuyente”. 

Toda la documentación e información que la acción 13 ha recogido en su Informe parece 

responder a una cuestión esencial: las administraciones fiscales precisan tener acceso 

sencillo a la información relevante desde el inicio para poder realizar una evaluación 

correcta y eficaz del riesgo de precios de transferencia. Por ello, el establecimiento de las 

normas sobre documentación por las administraciones tributarias debe perseguir el 

objetivo de que la “evaluación del riesgo de precios de transferencia sea eficiente, con 

un alto nivel de calidad y disponiendo de una información fiable y adecuada”. 

2.1.3. “Inspección de precios de transferencia”  

El tercer propósito de la documentación relacionada con los precios de transferencia, 

contenido en el Informe de la acción 13 del Plan BEPS, es proporcionar a la inspección 

información valiosa que pueda emplear en la ejecución de una correcta revisión de los 

precios de transferencia, ya que generalmente suelen ser revisiones muy complejas y con 

un gran número de operaciones como ya se ha referido. Frecuentemente se necesita 

evaluar la comparabilidad de diferentes operaciones y mercados. Puede requerirse un 

estudio detallado de datos financieros e información del sector. Durante la inspección, la 

presencia de datos pertinentes provenientes de diferentes fuentes es crucial para que las 

administraciones fiscales puedan analizar de manera ordenada las operaciones del 

contribuyente con las compañías asociadas y aplicar las regulaciones pertinentes en 

relación con los precios de transferencia. 

Si una adecuada valoración del riesgo de precios de transferencia indica que se justifica 

comenzar una revisión exhaustiva sobre una o varias operaciones, resulta claro que la 

administración tributaria debe contar con la capacidad de conseguir, en un periodo 

razonable, todos los documentos e información relevantes en poder del contribuyente. 

Esto comprende: “información relacionada con las actividades y funciones del 

contribuyente, información sobre las actividades, funciones y resultados financieros de 

las empresas asociadas con las que el contribuyente ha efectuado operaciones 

vinculadas, información sobre potenciales comparables, incluidos comparables internos, 

y documentos acerca de las actividades y resultados financieros de entidades y 

operaciones no vinculadas potencialmente comparables”. 

No obstante, sería excesivamente costoso para el contribuyente tener que aportar toda la 

documentación sobre precios de transferencia que fuera necesaria para una inspección 

completa. Por ello, siempre habrá documentación que las entidades fiscales deseen 

solicitar que no esté incluida en la documentación a la que se refiere el Informe de la 

acción 13 del Plan de BEPS elaborado por la OCDE. Si una jurisdicción requiere que se 

conserve cierta información para inspecciones de precios de transferencia, se debe lograr 

un “equilibrio entre la necesidad informativa de la administración tributaria y la carga 

que el cumplimiento de tales obligaciones impone a los contribuyentes”. 

A menudo, los documentos e información necesarios para una revisión de precios de 

transferencia pueden estar en manos de una entidad del Grupo Multinacional (desde ahora 

EMN) diferente a la empresa asociada local que se está inspeccionando. Por ello, es 

importante que las administraciones tributarias puedan obtenerlos directamente o a través 

de mecanismos de intercambio de información. 

2.2. UN ENFOQUE EN TRES NIVELES DE LA DOCUMENTACIÓN SOBRE 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA 
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El Informe de la Acción 13 del Plan de BEPS elaborado por la OCDE establece que con 

el “objeto de lograr los objetivos anteriores, los países deben adoptar un enfoque 

estandarizado en cuanto a la documentación sobre precios de transferencia”. Esta 

sección expone un sistema de tres niveles consistente en: 

 2.2.1. Archivo maestro (máster file), que recoge información estandarizada 

correspondiente a todos los miembros del grupo multinacional. 

El archivo maestro debe ofrecer una “visión general del negocio grupo multinacional, en 

particular la índole de sus actividades económicas a escala mundial, sus políticas 

generales en materia de precios de transferencia y el reparto de sus beneficios y 

actividades económicas a nivel mundial”, con el fin de facilitar a las administraciones 

tributarias la evaluación de si existe un riesgo considerable en las operaciones entre 

entidades vinculadas. En términos generales, el objetivo del archivo maestro es ofrecer 

una perspectiva de alto nivel para identificar las prácticas de precios de transferencia del 

EMN en su contexto global en términos económicos, legales, financieros y tributarios. 

No se trata de exigir una información exhaustiva, que sería innecesariamente costoso para 

el contribuyente y contrario a los objetivos del archivo maestro, si no que el Informe de 

la acción 13 establece que: “ A la hora de elaborar el archivo maestro, incluidos los 

listados de contratos, intangibles y operaciones significativas, los contribuyentes han de 

aplicar un criterio empresarial prudente en la determinación del grado adecuado de 

detalle de la información proporcionada, teniendo presente que el objetivo del archivo 

maestro consiste en ofrecer a las administraciones tributarias una visión general de alto 

nivel de las actividades y políticas mundiales de la empresa multinacional”. Para facilitar 

al contribuyente el cumplimiento de las obligaciones de documentación del Archivo 

Maestro, se permiten remisiones a otros documentos existentes. A efectos de elaborar el 

archivo maestro, una información se considera importante “si su omisión afectase a la 

fiabilidad de los resultados de los precios de transferencia”. 

En el Informe de la acción 13 se recoge la información que ha de incluirse en el archivo 

maestro clasificándola en cinco categorías: (a) la estructura organizativa del Grupo 

Multinacional; (b) una descripción del negocio o negocios de la entidad multinacional; 

(c) los intangibles de la entidad multinacional; (d) las actividades financieras intragrupo 

de la entidad multinacional; y (e) las posiciones financieras y fiscales de la entidad 

multinacional.  

En el anexo I del capítulo V de las Directrices de la OCDE se indica la información que 

ha de incluirse en el archivo maestro. 

2.2.2. Archivo local (local file) que se refiere específicamente a las operaciones 

significativas del contribuyente local 

En contraste con el archivo maestro, que ofrece una perspectiva global amplia, el archivo 

local muestra datos más específicos acerca de operaciones particulares dentro del grupo. 

La información necesaria para el archivo local complementa al archivo maestro y ayuda 

a asegurar el cumplimiento del principio de plena competencia por parte del contribuyente 

en sus posiciones relevantes de precios de transferencia en una jurisdicción específica. 

El archivo local recoge la información necesaria para analizar los precios de transferencia 

en las transacciones entre una empresa asociada local y las asociadas de otros países, 

siempre que sean relevantes de acuerdo la normativa fiscal doméstica. 

El Informe de la acción 13 establece que la información incluya “los datos financieros de 

tales operaciones específicas, un análisis de comparabilidad, y la selección y aplicación 
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del método de precios de transferencia más apropiado”. Se recomienda que, si un 

requerimiento del archivo local puede ser completamente cubierto a través de una 

remisión a los datos del archivo maestro, la remisión a dicha información sea suficiente. 

 El anexo II del capítulo V de las Directrices establece los elementos de información que 

han de hacerse constar en el archivo local. 

2.2.3. El informe país por país (country by country report) 

Este informe fue la gran novedad resultante de la acción 13 de BEPS, ya que contiene 

información acerca de la distribución mundial de los beneficios y los impuestos pagados, 

junto con determinados indicadores de la ubicación de la actividad económica dentro del 

EMN.  

El reporte país por país exige incluir datos fiscales a nivel de cada jurisdicción en relación 

al reparto global de los beneficios y los impuestos pagados, además de algunos 

indicadores de la ubicación de las actividades económicas en las jurisdicciones tributarias 

donde opera el EMN Además, el informe requiere identificar todas las entidades 

vinculadas cuya información financiera se presente, especificando la jurisdicción fiscal 

de constitución cuando sea distinta a la jurisdicción fiscal de residencia y el tipo de 

actividades económicas principales que realiza la entidad integrante. 

El Informe de la acción 13 establece que este informe país por país es de utilidad a la hora 

de evaluar, con carácter global, el riesgo de precios de transferencia y las administraciones 

tributarias podrán recurrir a él para valorar riesgos relacionados con la erosión de la base 

imponible y el traslado de beneficios, pero, “la información que figura en el informe país 

por país no sustituye a un análisis detallado de precios de transferencia de operaciones 

y precios concretos, realizado sobre la base de un análisis completo funcional y de 

comparabilidad”.  

A este respecto el Informe es taxativo en relación con la información que consta en el 

informe país por país, refiriendo que: “no constituye, por sí sola, una prueba concluyente 

de que los precios de transferencia sean o no adecuados. No deberá ser utilizada por las 

administraciones tributarias para proponer ajustes de precios de transferencia mediante 

un reparto global del beneficio realizado aplicando una fórmula predeterminada”.  

En el anexo III del capítulo V de las Directrices de la OCDE se recoge una plantilla 

modelo del informe país por país, junto con las instrucciones correspondientes. 

2.3. CUESTIONES DE CUMPLIMIENTO 

2.3.1 Documentación simultánea. 

Los contribuyentes deben esforzarse en determinar sus precios de transferencia, a efectos 

fiscales, de acuerdo con el principio de plena competencia, basándose en la información 

a la que puedan acceder, en los márgenes de lo razonable en el momento de la operación. 

Así, antes de fijar precios, un contribuyente normalmente debe analizar si sus precios de 

transferencia son adecuados a efectos fiscales y ha de comprobar si sus resultados 

financieros se atienen al principio de plena competencia en el momento de presentar su 

declaración fiscal.  

Así, el Informe recomienda que las administraciones tributarias deben equilibrar sus 

necesidades de documentación con las cargas administrativas y los costes que el 

contribuyente debería asumir para la elaboración de dicha documentación. Cuando un 

contribuyente, siguiendo los principios establecidos en las Directrices de precios de 

transferencia de la OCDE, pruebe de manera razonable, “que no existen datos 
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comparables o que el coste de localizarlos sería desproporcionadamente elevado en 

relación con los importes que se cuestionan, no estará obligado a incurrir en costes para 

buscar tales datos”. 

2.3.2. Marco temporal 

El Informe de la acción 13 recoge que, en relación con el momento de elaboración de la 

documentación, en cada país las técnicas pueden ser diferentes. Así, algunos países exigen 

que la información esté finalizada con ocasión de la presentación de la declaración de 

impuestos, mientras que otros requieren que la documentación esté disponible cuando se 

inicia la comprobación fiscal.   

La OCDE recomienda en este Informe que el archivo local esté concluido a más tardar en 

la fecha señalada para la presentación de la declaración de impuestos del ejercicio fiscal 

de que se trate. Igualmente aconseja que la revisión y actualización del archivo maestro 

(en su caso) deben realizarse antes de la fecha establecida para presentar la declaración 

fiscal de la última sociedad matriz del EMN. 

Sin perjuicio de todo lo anterior, se reconoce que, en algunos supuestos, los estados 

financieros definitivos previstos en la ley y otra información financiera pueden no estar 

finalizados hasta después de la fecha prevista en algunos países para presentar las 

declaraciones de impuestos, por lo que la fecha para concluir el informe país por país 

podrá prorrogarse. 

2.3.3. Relevancia. 

Tal y como se ha ido exponiendo, las administraciones tributarias deben solicitar la 

información más relevante ya que no se debe desconocer el esfuerzo que puede conllevar 

a los contribuyentes unos requerimientos que no se centren en los aspectos más 

importantes. 

Así pues, el Informe recoge que “las obligaciones de documentación sobre precios de 

transferencia referentes a un país concreto deben tomar en consideración la importancia 

mediante umbrales específicos referidos al tamaño y la naturaleza de la economía local, 

la preeminencia del grupo multinacional en dicha economía, y la dimensión y naturaleza 

de las entidades que operan en el ámbito local, además del tamaño y naturaleza global 

del grupo multinacional. La relevancia puede medirse en términos relativos (p. ej., 

operaciones que no superen un porcentaje de los ingresos o un porcentaje de los costes) 

o en términos absolutos (p. ej., operaciones que no superen un determinado importe 

establecido)”.  

Cada jurisdicción debe definir, en función de sus circunstancias, criterios propios para 

establecer la importancia que puedan tener para el archivo local. Los criterios para 

establecer la importancia deben ser imparciales y deben ser comprendidos y aceptados de 

manera habitual. 

Con objeto de no imponer a los contribuyentes costes y cargas desproporcionados, el 

Informe recomienda no exigir a las pequeñas y medianas empresas que aporten el mismo 

volumen de documentación que se espera de las grandes empresas. No obstante, se 

recomienda que, en relación con operaciones vinculadas relevantes, estén obligadas a 

proporcionar información y documentos, ya sea previo requerimiento expreso de la 

administración tributaria en el marco de una comprobación fiscal o con el fin de evaluar 

el riesgo de precios de transferencia.  
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En relación con el informe país por país, se deben incluir todas las jurisdicciones fiscales 

en las que una entidad del EMN tenga su residencia fiscal, con independencia del volumen 

de las actividades económicas desarrolladas en dicha jurisdicción fiscal 

2.3.4. Conservación de documentos. 

El Informe recoge que no se debe exigir a los contribuyentes que mantengan 

documentación más allá de un plazo razonable de acuerdo con lo requerido por la ley 

interna. No obstante, existirán situaciones en las que la documentación a la que se refiere 

el Informe pueda ser necesaria para verificar los precios de transferencia de un año 

posterior no prescrito.  

 Teniendo en cuenta que los intereses últimos de la administración tributaria se entenderán 

cumplidos si los documentos requeridos se entregan en el plazo adecuado, tras una 

solicitud de la administración tributaria realizada en el contexto de una comprobación, el 

contribuyente debe tener la capacidad de elegir el método de almacenamiento de dicha 

documentación –ya sea en papel, electrónico o a través de cualquier otro sistema–, 

siempre que la información relevante pueda ser proporcionada sin retraso a la 

administración tributaria en caso de solicitud. 

2.3.5. Frecuencia de actualización de la documentación 

El Informe de la acción 13 recomienda revisar periódicamente la documentación sobre 

precios de transferencia con el fin de “determinar si los análisis funcional y económico 

siguen siendo fieles y pertinentes, y confirmar la validez de la metodología de precios de 

transferencia aplicada”.  

Por lo general, se deberá revisar y actualizar anualmente el archivo maestro, el archivo 

local y el informe de país por país. No obstante, se admite que la descripción de la 

compañía, el análisis funcional y la descripción de los comparables pueden no cambiar 

significativamente de un año a otro. 

Para aliviar las cargas de cumplimiento que los contribuyentes soportan, las 

administraciones fiscales podrán determinar, siempre que las condiciones operativas se 

mantengan estables, que las búsquedas en bases de datos de los comparables que 

respaldan parte del archivo local se realicen cada tres años en vez de cada año. No 

obstante, cada año es necesario actualizar los datos financieros de los comparables con el 

fin de aplicar con fiabilidad el principio de plena competencia. 

2.3.6. Idioma 

La exigencia de proporcionar la documentación en el idioma local puede ser un elemento 

que obstaculice el cumplimiento de la regulación sobre precios de transferencia, ya que 

es posible que la traducción de los documentos dilate el cumplimiento y conlleve gastos 

considerables. Sin perjuicio de que la lengua en la que se debe entregar la documentación 

relacionada con los precios de transferencia debe ser establecida por la ley nacional, se 

solicita a las naciones que faciliten la exposición de la documentación relacionada con 

los precios de transferencia en idiomas de uso común, siempre y cuando esto no 

comprometa la utilidad de los documentos. Cuando las autoridades fiscales consideren 

que se requiere la traducción de un documento, deben solicitarlo de manera explícita y 

otorgar un plazo adecuado. 

2.3.7. Sanciones 

Muchos países han previsto sanciones por infracciones en materia de documentación a 

fin de asegurar la eficiencia en el cumplimiento de las obligaciones de documentación 
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sobre precios de transferencia. Su objetivo consiste en que el incumplimiento resulte más 

gravoso que el cumplimiento. Los regímenes sancionadores están regulados por la 

legislación de cada país. Las prácticas sancionadoras nacionales por infracciones en 

materia de documentación sobre precios de transferencia varían ampliamente.  

Las sanciones impuestas por infracción de las obligaciones de documentación sobre 

precios de transferencia o por no presentar en el plazo previsto la información requerida 

son normalmente sanciones pecuniarias de índole administrativa. Estas sanciones por 

infracciones documentales se basan en un importe fijo que puede ser calculado por cada 

documento omitido o por cada ejercicio fiscal objeto de examen, o puede calcularse como 

un porcentaje de la cantidad omitida en la declaración de impuestos tal como sea 

determinada de forma definitiva, un porcentaje del correspondiente ajuste del beneficio o 

un porcentaje del importe de las operaciones transfronterizas no documentadas.  

Es necesario velar porque no se impongan sanciones por infracciones documentales a un 

contribuyente por el hecho de no haber presentado datos de los que el EMN no disponía. 

Sin embargo, la decisión de no imponer una sanción por infracción documental no 

significa que no puedan practicarse ajustes del beneficio en el caso de que los precios no 

se atengan al principio de plena competencia. El hecho de que las posiciones del 

contribuyente estén plenamente documentadas no significa necesariamente que sean 

correctas. Por otra parte, el hecho de que una entidad local alegue que otros miembros del 

grupo son responsables del cumplimiento de las normas de precios de transferencia no es 

razón suficiente para que dicha entidad no aporte la documentación requerida, ni impedirá 

la imposición de sanciones por infracción de las normas de documentación, en caso de 

que no se suministre la información necesaria.  

Otro modo de promover el cumplimiento por los contribuyentes de las obligaciones en 

materia de documentación sobre precios de transferencia consiste en establecer incentivos 

para el cumplimiento, tales como la protección frente a sanciones o la inversión de la 

carga de la prueba. Cuando la documentación cumpla los requisitos y se presente en el 

plazo estipulado, podría eximirse al contribuyente de sanciones tributarias o reducir su 

cuantía en caso de que, pese a la aportación de la documentación, se practicara y 

confirmara un ajuste de precios de transferencia. En aquellos países en los que el 

contribuyente soporta la carga de la prueba en materia de precios de transferencia, 

trasladar la carga de la prueba a la administración tributaria en el caso de que se haya 

aportado una documentación adecuada en los plazos previstos constituye otra medida a 

la que cabe recurrir con objeto de incentivar el cumplimiento de las obligaciones 

documentales de los precios de transferencia. 

2.3.8. Confidencialidad 

Las administraciones tributarias han de adoptar todas las medidas razonables para 

asegurar que no se produzca una divulgación pública de la información confidencial 

(secretos comerciales, secretos científicos, etc.) y otra información comercial sensible 

recogida en el paquete documental (archivo maestro, archivo local e informe país por 

país). Asimismo, las administraciones tributarias deben garantizar a los contribuyentes 

que la información presentada en la documentación sobre precios de transferencia se 

mantendrá con carácter confidencial. En los casos en los que la divulgación sea requerida 

en un procedimiento judicial público o en virtud de una decisión judicial, se tomarán todas 

las medidas para garantizar que se mantenga la confidencialidad y que la información 

sólo se revele en la medida necesaria.  
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3. OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN EN LA NORMA INTERNA 

ESPAÑOLA 

El art 18.32 de la LIS incorpora la finalidad de la obligación de documentación, que es la 

justificación de que las operaciones vinculadas se han valorado a valor de mercado; la 

información esté a disposición de la Administración tributaria y que se elabore de acuerdo 

con los principios de proporcionalidad y suficiencia. 

En cuanto a estos principios, la norma interna se alinea con las recomendaciones del 

Informe de la acción 13 al ponderar la obligación impuesta contribuyente de aportar la 

documentación que sea necesaria y suficiente para la Administración, incorporándose en 

las Directrices de precios de transferencia de 2017 y de 2022 con el siguiente contenido: 

“Un elemento primordial que hay que tener en cuenta al elaborar dichas normas es el 

equilibrio entre, por una parte, la utilidad de los datos para las Administraciones 

tributarias a efectos de la evaluación del riesgo relacionado con los precios de 

transferencia y otros fines y, por otra parte, el incremento de las cargas de cumplimiento 

que recaen sobre los contribuyentes. En este sentido, cabe señalar que la claridad y la 

adopción generalizada de las normas sobre documentación pueden reducir los costes de 

cumplimiento que de otro modo podrían resultar de una controversia en materia de 

precios de transferencia”. 

La LIS se remite a la documentación específica que se desarrolle reglamentariamente, 

señalando el Reglamento del Impuesto en su preámbulo “…resulta destacable que 

mientras se reduce considerablemente la documentación a exigir a las entidades 

medianas y pequeñas, simplificando significativamente sus cargas administrativas, se 

incrementa la exigencia de transparencias que el buen gobierno actual requiere respecto 

de las multinacionales”. 

3.1.  OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN ESPECÍFICA DEL GRUPO AL QUE 

PERTENECE EL CONTRIBUYENTE. 

Esta documentación del Grupo o Archivo maestro (Máster file en su definición en inglés) 

debe facilitar una visión de las operaciones globales del grupo multinacional, sus políticas 

de precios de transferencia, los principales elementos que inciden en la creación de valor 

del grupo, y su posición financiera, fiscal y legal. 

Resulta destacable que, mientras se reduce considerablemente la documentación a exigir 

a las entidades medianas y pequeñas, simplificando significativamente sus cargas 

administrativas, se incrementa la exigencia de transparencia que el buen gobierno actual 

requiere respecto a las multinacionales. 

Esta obligación se encuentra regulada en el artículo 15 del RIS que establece la 

documentación que el obligado tributario deberá aportar a requerimiento de la 

Administración, siempre que el mismo pertenezca a un grupo tributario, destacando las 

siguientes particularidades: 

- Concepto de Grupo: el artículo 18.2 de la LIS establece que existe grupo cuando una 

entidad ostente o pueda ostentar el control de otra u otras según los criterios 

establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de su 

residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.  

 
2   Las personas o entidades vinculadas, con objeto de justificar que las operaciones efectuadas 
se han valorado por su valor de mercado, deberán mantener a disposición de la Administración 
Tributaria, de acuerdo con principios de proporcionalidad y suficiencia, la documentación 
específica que se establezca reglamentariamente 
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A los efectos de documentación se entiende que los establecimientos permanentes en el 

extranjero forman parte del grupo junto con la entidad residente. 

Sin embargo, se encuentran excluidos de esta obligación aquellos grupos en los que el 

importe neto de la cifra de negocios sea inferior a 45 millones de euros, de acuerdo con 

los criterios establecidos por al artículo 101 de la LIS.  

- El periodo al que se debe referir dicha documentación es el del periodo impositivo o 

de liquidación en el que se han realizado las operaciones vinculadas, sujetas a esta 

obligación, con cualquier otra entidad del grupo. En el caso en que la documentación 

elaborada para un periodo continúe siendo válida en otros posteriores porque se sigan 

realizando las mismas operaciones con idénticas condiciones, no será necesario 

elaborar nueva documentación, sin perjuicio de las posibles adaptaciones 

3.1.1 Contenido de la documentación específica del grupo. 

Esta documentación, recogida en el artículo 15.1 del RIS, deberá comprender la siguiente 

información: 

- En relación con la estructura y organización del grupo, la letra a) establece: 

“1.º Descripción general de la estructura organizativa, jurídica y operativa del 

grupo, así como cualquier cambio relevante en la misma. 

2.º Identificación de las distintas entidades que formen parte del grupo”. 

- En cuanto a las actividades del grupo, se recoge por la letra b): 

“1.º Actividades principales del grupo, así como descripción de los principales 

mercados geográficos en los que opera el grupo, fuentes principales de beneficios y 

cadena de suministro de aquellos bienes y servicios que representen, al menos, el 10 

por ciento del importe neto de la cifra de negocios del grupo, correspondiente al 

período impositivo. 

2.º Descripción general de las funciones ejercidas, riesgos asumidos y principales 

activos utilizados por las distintas entidades del grupo, incluyendo los cambios 

respecto del período impositivo anterior. 

3.º Descripción de la política del grupo en materia de precios de transferencia que 

incluya el método o métodos de fijación de los precios adoptados por el grupo. 

4.º Relación y breve descripción de los acuerdos de reparto de costes y contratos de 

prestación de servicios relevantes entre entidades del grupo. 

5.º Descripción de las operaciones de reorganización y de adquisición o cesión de 

activos relevantes, realizadas durante el período impositivo”. 

- La letra c) estable la siguiente información sobre activos intangibles del grupo: 

“1.º Descripción general de la estrategia global del grupo en relación con el 

desarrollo, propiedad y explotación de los activos intangibles, incluyendo la 

localización de las principales instalaciones en las que se realicen actividades de 

investigación y desarrollo, así como la dirección de las mismas. 

2.º Relación de los activos intangibles del grupo relevantes a efectos de precios de 

transferencia, indicando las entidades titulares de los mismos, así como descripción 

general de la política de precios de transferencia del grupo en relación con los 

mismos. 
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3.º Importe de las contraprestaciones correspondientes a las operaciones vinculadas 

del grupo, derivadas de la utilización de los activos intangibles, identificando las 

entidades del grupo afectadas y sus territorios de residencia fiscal. 

4.º Relación de acuerdos entre las entidades del grupo relativos a intangibles, 

incluyendo los acuerdos de reparto de costes, los principales acuerdos de servicios 

de investigación y acuerdos de licencias. 

5.º Descripción general de cualquier transferencia relevante sobre activos 

intangibles realizada en el período impositivo, incluyendo las entidades, países e 

importes”. 

- Por otra parte, en cuanto a la actividad financiera, la letra d), exige la siguiente 

información: 

“1.º Descripción general de la forma de financiación del grupo, incluyendo los 

principales acuerdos de financiación suscritos con personas o entidades ajenas al 

grupo. 

2.º Identificación de las entidades del grupo que realicen las principales funciones 

de financiación del grupo, así como el país de su constitución y el correspondiente a 

su sede de dirección efectiva. 

3.º Descripción general de la política de precios de transferencia relativa a los 

acuerdos de financiación entre entidades del grupo”. 

- Por último, la información sobre la situación financiera y fiscal del grupo se refiere, 

contenida en el artículo 15.1 e), es la siguiente: 

“1.º Estados financieros anuales consolidados del grupo, siempre que resulten 

obligatorios para el mismo o se elaboren de manera voluntaria. 

2.º Relación y breve descripción de los acuerdos previos de valoración vigentes y 

cualquier otra decisión con alguna autoridad fiscal que afecte a la distribución de 

los beneficios del grupo entre países”. 

 3.2. OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN ESPECÍFICA DEL 

CONTRIBUYENTE. 

Una vez analizada la documentación específica del grupo, el artículo 16 del RIS pauta la 

documentación específica del contribuyente, con independencia de que pertenezca o no a 

un grupo.  

Esta documentación se debe referir, al igual que en el caso de la obligación del grupo, al 

periodo impositivo relativo al que se hayan realizado las operaciones con las entidades 

vinculadas, con independencia de que pertenezcan o no al grupo como se acaba de referir. 

Si se siguen realizando las mismas operaciones con condiciones idénticas, no es necesario 

preparar una nueva documentación ya que continúa siendo válida con las adaptaciones 

que sean necesarias. 

3.2.1 Contenido de la documentación específica del contribuyente: 

3.2.1.1 Obligación general 

El artículo 16.1 del RIS establece los siguientes contenidos: 

” a) Información del contribuyente: 
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1.º Estructura de dirección, organigrama y personas o entidades destinatarias de los 

informes sobre la evolución de las actividades del contribuyente, indicando los 

países o territorios en que dichas personas o entidades tienen su residencia fiscal. 

2.º Descripción de las actividades del contribuyente, de su estrategia de negocio y, 

en su caso, de su participación en operaciones de reestructuración o de cesión o 

transmisión de activos intangibles en el período impositivo. 

3.º Principales competidores. 

b) Información de las operaciones vinculadas: 

1.º Descripción detallada de la naturaleza, características e importe de las 

operaciones vinculadas. 

2.º Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal y 

número de identificación fiscal del contribuyente y de las personas o entidades 

vinculadas con las que se realice la operación. 

3.º Análisis de comparabilidad detallado, en los términos descritos en el artículo 17 

de este Reglamento. 

4.º Explicación relativa a la selección del método de valoración elegido, incluyendo 

una descripción de las razones que justificaron la elección del mismo, así como su 

forma de aplicación, los comparables obtenidos y la especificación del valor o 

intervalo de valores derivados del mismo. 

5.º En su caso, criterios de reparto de gastos en concepto de servicios prestados 

conjuntamente en favor de varias personas o entidades vinculadas, así como los 

correspondientes acuerdos, si los hubiera, y acuerdos de reparto de costes a que se 

refiere el artículo 18 de este Reglamento. 

6.º Copia de los acuerdos previos de valoración vigentes y cualquier otra decisión 

con alguna autoridad fiscal que estén relacionados con las operaciones vinculadas 

señaladas anteriormente. 

7.º Cualquier otra información relevante de la que haya dispuesto el contribuyente 

para determinar la valoración de sus operaciones vinculadas. 

c) Información económico-financiera del contribuyente: 

1.º Estados financieros anuales del contribuyente. 

2.º Conciliación entre los datos utilizados para aplicar los métodos de precios de 

transferencia y los estados financieros anuales, cuando corresponda y resulte 

relevante. 

3.º Datos financieros de los comparables utilizados y fuente de la que proceden”. 

3.2.1.2 Documentación específica en “otras metodologías de valoración” 

El apartado 2 del artículo 16 del RIS establece que, en el caso de utilización de otros 

métodos y técnicas de valoración generalmente aceptados distintos en los señalados en 

las letras a) a e) del artículo 18.4 de la LIS, para la determinación del valor de mercado, 

como pudieran ser métodos de descuento de flujos de efectivo futuro estimados, se 

describirá detalladamente el método o técnica concreto elegido, así como las razones de 

su elección. 

En concreto, se describirán las magnitudes, porcentajes, ratios, tipos de interés, tasas de 

actualización y demás variables en que se basen los citados métodos y técnicas y se 
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justificará la razonabilidad y coherencia de las hipótesis asumidas por referencia a datos 

históricos, a planes de negocios o a cualquier otro elemento que se considere esencial 

para la correcta determinación del valor y su adecuación al principio de libre competencia. 

Deberá maximizarse el uso de datos observables de mercado, que deberán quedar 

acreditados, y se limitará, en la medida de lo posible, el empleo de consideraciones 

subjetivas y de datos no observables o contrastables. 

La documentación que deberá mantenerse a disposición de la Administración tributaria 

comprenderá los informes, documentos y soportes informáticos necesarios para la 

verificación de la correcta aplicación del método de valoración y del valor de mercado 

resultante. 

3.2.1.3 Documentación de contenido simplificado 

Se prevé un contenido simplificado en el supuesto de personas o entidades vinculadas 

cuyo importe neto de la cifra de negocios, definido en los términos establecidos en el 

artículo 101 de la LIS, sea inferior a 45 millones de euros. Así, el apartado cuarto del 

artículo 16 establece el siguiente contenido simplificado: 

“a) Descripción de la naturaleza, características e importe de las operaciones 

vinculadas. 

b) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal y 

número de identificación fiscal del contribuyente y de las personas o entidades 

vinculadas con las que se realice la operación. 

c) Identificación del método de valoración utilizado. 

d) Comparables obtenidos y valor o intervalos de valores derivados del método de 

valoración utilizado”. 

Otra simplificación de la obligación de documentación se contiene en dicho apartado para 

el supuesto de personas o entidades que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 

101 de la LIS, para las que se permite que la documentación específica se podrá entender 

cumplimentada a través de un documento normalizado elaborado al efecto por Orden del 

Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. Estas entidades no deberán aportar 

los comparables a que se refiere la letra d) anterior. 

3.2.1.4 Excepción de contenido simplificado  

La regulación del contenido simplificado de la documentación específica a que se refiere 

el apartado anterior no resultará de aplicación a las siguientes operaciones: 

“a) Las realizadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas, en el desarrollo de una actividad económica, a la que resulte de aplicación 

el método de estimación objetiva con entidades en las que aquellos o sus cónyuges, 

ascendientes o descendientes, de forma individual o conjuntamente entre todos ellos, 

tengan un porcentaje igual o superior al 25 por ciento del capital social o de los 

fondos propios. 

b) Las operaciones de transmisión de negocios. 

c) Las operaciones de transmisión de valores o participaciones representativos de la 

participación en los fondos propios de cualquier tipo de entidades no admitidas a 

negociación en alguno de los mercados regulados de valores, o que estén admitidos 

a negociación en mercados regulados situados en países o territorios calificados 

como paraísos fiscales. 
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d) Las operaciones de transmisión de inmuebles. 

e) Las operaciones sobre activos intangibles. 

No obstante, en el supuesto de entidades a que se refiere el artículo 101 de la Ley 

del Impuesto o personas físicas y no se trate de operaciones realizadas con personas 

o entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos fiscales, 

las obligaciones específicas de documentación no deberán incorporar el análisis de 

comparabilidad a que se refiere el artículo 17 de este Reglamento”. 

3.3. EXCLUSIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN ESPECÍFICA  

El artículo 18 de la LIS, en su apartado tercero y el artículo 13.3 del RIS regulan los 

supuestos en los que obligación de documentación específica no será de aplicación, ya 

sea por razón de su naturaleza en los tres primeros casos o de cuantía en el último. Estos 

supuestos son: 

“a) A las operaciones realizadas entre entidades que se integren en un mismo grupo 

de consolidación fiscal, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65.2 de esta Ley. 

b) A las operaciones realizadas con sus miembros o con otras entidades integrantes 

del mismo grupo de consolidación fiscal por las agrupaciones de interés económico, 

de acuerdo con lo previsto en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de 

interés Económico, y las uniones temporales de empresas, reguladas en la Ley 

18/1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal de agrupaciones y uniones temporales 

de Empresas y de Sociedades de desarrollo industrial regional, e inscritas en el 

registro especial del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. No 

obstante, la documentación específica será exigible en el caso de uniones temporales 

de empresas o fórmulas de colaboración análogas a las uniones temporales, que se 

acojan al régimen establecido en el artículo 22 de esta Ley. 

c) Las operaciones realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de ofertas 

públicas de adquisición de valores. 

d) A las operaciones realizadas con la misma persona o entidad vinculada, siempre 

que el importe de la contraprestación del conjunto de operaciones no supere los 

250.000 euros, de acuerdo con el valor de mercado”. 

 

4. OBLIGACIÓN DE INFORMACIÓN EN LA NORMA INTERNA ESPAÑOLA 

Como ya se adelantó al inicio de este capítulo se distinguen dos tipos de obligaciones, las 

de documentación y las de información. En cuanto a las de información se regulan, a su 

vez, dos obligaciones diferenciadas cuyos plazos de declaración son diferentes.  

Por una parte, el artículo 13.1 del RIS establece la obligación de aportar información país 

por país, cuyo contenido se concreta en el artículo 14 del referido Reglamento. El plazo 

para su presentación concluye transcurridos doce meses desde la finalización del periodo 

impositivo. 

Por otra parte, el artículo 13.4 del RIS establece que el contribuyente deberá incluir, en 

las declaraciones que así se prevea, la información relativa a sus operaciones vinculadas 

en los términos que se establezca por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones 

Públicas. El plazo para su presentación concluye transcurridos cuatro meses después de 

la fecha de presentación de las declaraciones del Impuesto sobre Sociedades. 

4.1.  INFORMACIÓN PAÍS POR PAÍS: MODELO 231.  
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Como se apuntó en el análisis de la acción 13 de BEPS, una de las principales novedades 

de la misma fue el informe país por país, que es introducido en el Reglamento del 

Impuesto sobre Sociedades sin perjuicio de que encuentra su cobertura legal en la 

disposición final décima de la Ley del Impuesto sobre Sociedades y en el artículo 93 de 

la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT en adelante), como 

instrumento que permite evaluar los riesgos en la política de precios de transferencia de 

un grupo mercantil, sin que en ningún caso dicho instrumento pueda servir de base a la 

Administración Tributaria para realizar ajustes de precios. Esta información es exigible 

para los periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016 a través del modelo 

aprobado por la Orden HFP/1978/2016 que aprueba el modelo 231 de “Declaración de 

información país por país” 

4.1.1 Información a suministrar 

El artículo 14 del RIS establece que la información país por país comprenderá, respecto 

del período impositivo de la entidad dominante, de forma agregada, por cada país o 

jurisdicción: 

a. Ingresos brutos del grupo, distinguiendo entre los obtenidos con entidades vinculadas 

o con terceros. 

b. Resultados antes del Impuesto sobre Sociedades o Impuestos de naturaleza idéntica 

o análoga al mismo. 

c. Impuestos sobre Sociedades o Impuestos de naturaleza idéntica o análoga 

satisfechos, incluyendo las retenciones soportadas. 

d. Impuestos sobre Sociedades o Impuestos de naturaleza idéntica o análoga al 

mismo devengados, incluyendo las retenciones. 

e. Importe de la cifra de capital y otros resultados no distribuidos en la fecha de 

conclusión del período impositivo. 

f. Plantilla media. 

g. Activos materiales e inversiones inmobiliarias distintos de tesorería y derechos de 

crédito. 

h. Lista de entidades residentes, incluyendo los establecimientos permanentes y 

actividades principales realizadas por cada una de ellas. 

i. Otra información que se considere relevante y una explicación, en su caso, de los 

datos incluidos en la información. 

4.1.2 Obligados a presentar el modelo 

La información país por país resultará exigible a las siguientes entidades, exclusivamente, 

cuando el importe neto de la cifra de negocios del conjunto de personas o entidades que 

formen parte del grupo, en los 12 meses anteriores al inicio del período impositivo, sea, 

al menos, de 750 millones de euros: 

1. Entidades residentes en territorio español que tengan la condición de dominantes de 

un grupo, y no sean al mismo tiempo dependientes de otra entidad, residente o no 

residente. 

2. Entidades residentes en territorio español dependientes, directa o indirectamente, de 

una entidad no residente en territorio español que no sea al mismo tiempo 

dependiente de otra, así como los establecimientos permanentes en territorio español 
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de entidades no residentes del grupo, siempre que se produzca alguna de las 

siguientes circunstancias recogidas en el artículo 13.1 del RIS: 

a. Que no exista una obligación de información país por país en términos análogos 

a la prevista en el artículo 13.1 del RIS, respecto de la referida entidad no 

residente en su país o territorio de residencia fiscal. 

b. Que, existiendo un acuerdo internacional en el sentido de la Directiva (UE) 

2016/881 del Consejo de 25 de mayo de 2016, que modifica la Directiva 

2011/16/UE en lo que respecta al intercambio automático obligatorio de 

información en el ámbito de la fiscalidad, con el país o territorio en el que resida 

fiscalmente la referida entidad no residente, no exista un acuerdo de intercambio 

automático de información entre autoridades competentes, respecto de dicha 

información, con el citado país o territorio. 

c. Que, existiendo un acuerdo de intercambio automático de información respecto 

de dicha información con el país o territorio en el que reside fiscalmente la 

referida entidad no residente, se haya producido un incumplimiento 

sistemático del mismo que haya sido comunicado por la Administración 

Tributaria española a las entidades dependientes o a los establecimientos 

permanentes residentes en territorio español en el plazo previsto en el presente 

apartado. 

Dentro del supuesto previsto en este apartado 2, la entidad residente en territorio español 

o el establecimiento permanente en territorio español obligados a presentar la información 

país por país deberán solicitar a la entidad no residente la información correspondiente al 

grupo. Si la entidad no residente se negara a suministrar todo o parte de dicha 

información, la entidad residente en territorio español o el establecimiento permanente en 

territorio español presentarán la información de que dispongan y notificarán esta 

circunstancia a la Administración Tributaria. 

4.1.3 Comunicación previa 

Según establece el apartado 1 del artículo 13 del RIS, a los efectos de lo dispuesto en 

dicho apartado cualquier entidad residente en territorio español que forme parte de un 

grupo obligado a presentar la información aquí establecida deberá comunicar a la 

Administración Tributaria la identificación y el país o territorio de residencia de la entidad 

obligada a elaborar esta información. Esta comunicación deberá realizarse antes de la 

finalización del período impositivo al que se refiera la información. 

4.1.4 Plazo de presentación 

La presentación de este modelo informativo se realizará únicamente por vía telemática, 

siendo el plazo para presentarlo desde el día siguiente a la finalización del periodo 

impositivo al que se refiera la información a suministrar hasta los doce meses siguientes. 

4.2.  OBLIGACIÓN DE DECLARACIÓN INFORMATIVA: MODELO 232. 

La última obligación de información que se analizará en el presente capítulo se contempla 

en el art 13.4 del RIS y es la información relativa a las operaciones vinculadas.  

Tradicionalmente, esta obligación de información se llevaba a cabo en el modelo de 

declaración del Impuesto sobre Sociedades. No obstante, para los periodos impositivos 

iniciados a partir del 1 de enero de 2016 se optó por trasladar esta información a una 

nueva declaración informativa en la que se informa expresamente de las operaciones con 

personas o entidades vinculadas. Junto a esta información se recoge igualmente la referida 
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a operaciones con reducción de la renta procedente de la cesión de determinados 

intangibles a personas o entidades vinculadas, en el caso de la aplicación de la reducción 

prevista en el artículo 23 y en la disposición transitoria vigésima de la LIS. Este modelo 

informativo también incluye la información relativa a operaciones y situaciones 

relacionadas con países o territorios calificados como paraísos fiscales. 

El referido artículo del RIS no establece ninguna restricción especifica en cuanto a la 

obligación de informar siempre que se trate de información relativa a operaciones con 

personas o entidades vinculadas, siendo la Orden HFP/816/2017 la que regula en qué 

casos y con qué límites se deberá informar sobre este tipo de operaciones, basándose, 

según su Exposición de Motivos, en la necesidad de contar con una información que es 

esencial en la lucha contra el fraude fiscal pero sin que suponga una carga administrativa 

excesiva para los obligados tributarios concernidos por la obligación de presentar el 

modelo 232. 

4.2.1 Información a suministrar 

Están obligados a presentar el Modelo 232 y cumplimentar la “Información de 

operaciones con personas o entidades vinculadas” (art.13.4 RIS) los contribuyentes del 

Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la renta de no residentes que actúen 

mediante establecimiento permanente, así como las entidades en régimen de atribución 

de rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español, que realicen las 

operaciones con personas o entidades vinculadas en los términos previstos en el artículo 

18.2 de la LIS con el siguiente detalle: 

a)  Operaciones generales: las realizadas con la misma persona o entidad vinculada 

siempre que el importe de la contraprestación del conjunto de operaciones en el período 

impositivo supere los 250.000 euros, de acuerdo con el valor de mercado. 

b) Operaciones específicas: siempre que el importe conjunto de cada una de este tipo de 

operaciones en el período impositivo supere los 100.000 euros. A estos efectos, tienen la 

consideración de operaciones específicas, aquellas operaciones excluidas del contenido 

simplificado de la documentación a que se refieren los artículos 18.3 de la LIS y 16.5 del 

RIS. 

4.2.2 Información excluida de la obligación de suministro 

No obstante, no será obligatorio cumplimentar la «Información de operaciones con 

personas o entidades vinculadas (artículo 13.4 Reglamento del Impuesto sobre 

Sociedades)» del modelo 232, respecto de las siguientes operaciones: 

a) Las operaciones realizadas entre entidades que se integren en un mismo grupo 

de consolidación fiscal, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65.2 de la LIS. 

b) Las operaciones realizadas con sus miembros o con otras entidades integrantes 

del mismo grupo de consolidación fiscal por las agrupaciones de interés económico, 

de acuerdo con lo previsto en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de 

Interés Económico, y las uniones temporales de empresas, reguladas en la Ley 

18/1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal de agrupaciones y uniones temporales 

de Empresas y de las Sociedades de desarrollo industrial regional, e inscritas en el 

registro especial del Ministerio de Hacienda y Función Pública. No obstante, sí que 

deberán presentar el modelo 232 en el caso de uniones temporales de empresas, o 

fórmulas de colaboración análogas a las uniones temporales, que se acojan al régimen 

establecido en el artículo 22 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 
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c) Las operaciones realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de ofertas 

públicas de adquisición de valores. 

Como se puede comprobar, estas operaciones son las mismas a las que se refiere el 

artículo 13.3 del RIS en relación con la exclusión de la obligación de documentar, con 

excepción de la letra d) que hace referencia al límite de los 250.000 euros a valor de 

mercado. 

4.2.3 Regla especial anti fragmentación 

Para los periodos impositivos iniciados en 2016, se ha incluido una regla especial para 

evitar que se produzca un fraccionamiento de las operaciones vinculadas, de tal forma 

que, aun cuando no se superen los importes conjuntos anteriormente mencionados, 

existirá igualmente la obligación de informar de aquellas operaciones del mismo tipo y 

método utilizado, cuando el importe conjunto de las mismas en el periodo impositivo sea 

superior al 50% del importe neto de la cifra de negocios. 

4.2.3 Plazo para su presentación y sancionabilidad 

Este modelo informativo se deberá presentar en el mes siguiente a los diez meses 

posteriores a la conclusión del periodo impositivo al que se refiere la información a 

suministrar. Al tratarse de una obligación de suministrar información, en el caso de no 

presentación en plazo, presentación incompleta o incorrecta el régimen sancionador 

aplicable es el previsto en los artículos 198 y 199 de la LGT, no el previsto en el artículo 

18.3 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 
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